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    ¿Qué significa ser ciudadano en un mundo globalizado donde las fronteras ya no son lo que solían ser? ¿Cómo entender la sorpresiva atracción que ejerce un país en el que sus habitantes parecen creer cada vez menos? ¿Qué simboliza nuestro pasaporte, cuál es el horizonte que vislumbran los extranjeros en nuestras tierras, qué efectos tiene la naturalización en la identidad de los individuos? ¿Las mujeres se naturalizan a pesar de no poder votar? Y nosotros, ¿qué interpretamos de todo aquello? ¿Somos, efectivamente, argentinos hasta la muerte?


    En esta novedosa investigación, Pilar González Bernaldo de Quirós explora la historia de las políticas de nacionalidad y las prácticas de naturalización en Argentina durante los siglos XIX y XX, y revela cómo las nociones de ciudadanía y nacionalidad se han modificado por las dinámicas migratorias y los cambios en el derecho internacional. A través de un enfoque transdisciplinario que combina una aproximación microsocial de las motivaciones personales con una perspectiva global de las políticas de nacionalidad, la autora desentraña las razones detrás de las estrategias migratorias, tanto individuales como estatales, que muestran cómo el pasaporte se ha convertido en un capital político y jurídico invaluable.


    Argentina hasta la muerte examina quién y por qué es considerado argentino y cómo este estatus ha sido disputado y renegociado a lo largo de la historia. La autora ilumina las tensiones entre el derecho, la soberanía y la identidad nacional, ofreciendo una nueva perspectiva sobre el papel del Estado y los individuos en la construcción de la nacionalidad que permite comprender su complejidad en un país forjado por la migración.
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    INTRODUCCIÓN


    Si supiera de algo beneficioso para mi nación pero perjudicial para otra, no lo propondría a mi príncipe, porque antes de ser francés soy un hombre, y solo soy francés por accidente.


    MONTESQUIEU1


     


    Si es extranjero, para una nación, todo hombre que no es de esa nación, el extranjero, viene a ser el género humano en su totalidad, menos el puñado de hombres que tiene la modestia de creerse la parte principal del género humano.


    JUAN B. ALBERDI2


     


     


    EN ENERO DE 2023 The Guardian publicó una nota alertando sobre los primeros indicios de la existencia de una red migratoria de rusas parturientas hacia Argentina, en el contexto de la guerra entre Rusia y Ucrania. Los periódicos locales se hicieron eco inmediatamente de la información, no sin asombro.3 Entre la hiperinflación, las tasas de pobreza y la grieta, el problema inmigratorio parecía entonces una preocupación lejana, propia de aquellos países que tienen riquezas para celar. Las únicas referencias recurrentes a temas migratorios que podemos encontrar en la prensa argentina son las recriminaciones o los lamentos por la emigración de jóvenes que buscan en Ezeiza el camino más corto hacia el futuro que el país ya no está en condiciones de ofrecerles. En este marco sombrío, ¿cómo entender la sorpresiva atracción que ejerce un país en el que cada vez menos parecen creer y que convierte la esperanza de unos pocos en un recurso electoral? En respuesta a esta pregunta es importante destacar que las redes migratorias de parturientas no es un fenómeno inédito y ya hay constancia de ello en investigaciones destinadas al fenómeno en Estados Unidos.4 El objetivo de este tipo de migraciones es garantizar un futuro mejor a la nueva generación. Si las rusas eligen Argentina, ello se debe sin duda a la dificultad de atravesar la frontera del coloso del norte. Pero la elección no es fortuita. La república del sur comparte el mismo régimen de ius soli que concede la nacionalidad a quien nace en su territorio independientemente de la nacionalidad de sus padres. Ciertamente esta característica es común en muchos países de América Latina. La atracción que comparativamente ejerce Argentina reside en la “calidad” de su pasaporte, la cual se evalúa por el número de países a los que este abre acceso sin necesidad de visa, entre los que se encuentran los de la Comunidad Europea y Gran Bretaña.5 A lo que debemos agregar un beneficio más coyuntural; el costo de la transacción inusualmente bajo, debido a las ventajas comparativas que ofrece la inflación para aquellos que llegan con dólares.6 A pesar de la reprobación que el hecho suscitó, la estrategia de las mamushkas no difiere mucho de la de los argentinos o argentinas que hacen las colas de los consulados de las naciones europeas para recuperar la nacionalidad de un ancestro. En un caso movilizan el ius soli, en el otro el ius sanguinis. Pero en ambos, los individuos utilizan estratégicamente el derecho de nacionalidad como recurso para garantizar la movilidad. La iniciativa de estos jóvenes, y no tanto, de solicitar un pasaporte europeo no necesariamente está asociada a un proyecto emigratorio, que tanto se teme en Argentina y sobre el que se pone énfasis en los discursos políticos.7 El objetivo no es necesariamente la emigración sino la obtención de un pasaporte que garantice la movilidad en cualquiera de sus opciones: migración de trabajo, estudios, turismo, etc. Se trata de obtener un pasaporte que abra acceso a las oportunidades que ofrece la globalización, o simplemente “por si acaso”; algunos incluso asocian la iniciativa a la garantía de un mayor confort de viaje, como el de no tener que hacer las largas colas de “no comunitarios” en las aduanas de los aeropuertos europeos. Una suerte de pase VIP de frontera. Utilizando las categorías de Pierre Bourdieu, lo hemos calificado como un “capital jurídico” que se busca acumular y sobre todo legar a la descendencia.8


    La portación de varios pasaportes da cuenta de un fenómeno global que atesta el cambio de la normativa mundial a partir de la década de 1960, cuando comienza a abandonarse la visión exclusiva que hasta entonces se tenía del vínculo de fidelidad con un Estado. Desde entonces los países fueron aceptando gradualmente la binacionalidad, ya sea esta producto de una nacionalidad heredada o adquirida como consecuencia de una emigración. Actualmente, muchos Estados han adoptado esta normativa, y en el hemisferio occidental se observa la tasa de aceptación más alta de la doble nacionalidad. Según el Maastricht Center for Citizenship, el 91% del conjunto de los países americanos lo hacen hoy día.9 Los argentinos y argentinas no son impermeables a este tipo de estrategias, como tampoco las rusas. Entre los individuos que votaron con los pies, luego de reclamar “que se vayan todos” en 2001 y que migraron entonces “sin papeles”, algunos incluso difirieron el retorno, luego de que la situación argentina permitiera concebirlo, hasta obtener la nacionalidad del país al que se había emigrado ilegalmente para regresar con ese capital jurídico. El caso argentino presenta la particularidad de que este tipo de estrategias bien documentadas (ser portadores de dos o varios pasaportes) puede concebirse sin migración territorial, recuperando in situ una nacionalidad “durmiente”. Esta segunda opción se ofrece a la población de ciertos países latinoamericanos que acogieron importantes flujos de migrantes europeos, como es el caso de Argentina, Brasil, Cuba, Venezuela o Uruguay. Las gestorías han prosperado en Argentina desde fines del gobierno de Alfonsín y con ellas la economía del doble pasaporte, como hoy prosperan en Israel, por ejemplo, una sociedad también de inmigración y también con sólidas razones para buscar garantizarse la movilidad con un segundo pasaporte.10 Sin desestimar los efectos que ello tiene sobre la identidad individual y familiar, la obtención de un pasaporte adquiere cierta autonomía con respecto al sentimiento de nacionalidad del que se supone debe ser la expresión jurídica.11


    TRANSNACIONALISMO POLÍTICO E HISTORIA DE LA NACIONALIDAD



    Uno de los ejes en torno a los cuales gira el debate en las ciencias sociales del siglo XXI es la ciudadanía, directamente vinculada a los efectos de las migraciones en un mundo globalizado. Los estudios sobre nuevas formas de ciudadanía han generado una importante renovación del campo disciplinario introduciendo nuevos debates en torno a los cuales se han formulado nuevos instrumentos conceptuales y metodológicos con vistas a la transdisciplinariedad. Es el caso de la noción de transnacionalismo político aplicado a los estudios sobre migración y que renueva la problemática de la ciudadanía.12 El fenómeno de ciudadanías múltiples, producto de la reactivación de los flujos migratorios y de los cambios de la normativa sobre la nacionalidad a la que hicimos referencia, ha dado lugar a importantes y novedosas investigaciones en ciencias sociales.13 Las políticas migratorias cada vez más restrictivas de los países del “norte global” generan nuevas estrategias de movilidad, entre ellas las migraciones jurídicas que preceden o acompañan el proyecto de migración territorial. Los autores que se interesan en estos fenómenos sostienen que ellos son indicadores de los procesos de globalización que introducen cambios sustanciales en la relación entre territorio, autoridad y derechos.14 Según estos estudios la globalización contemporánea marca un antes y un después en materia de nacionalidad y ciudadanía. La afirmación, fundada en un razonamiento comparativo implícito, ha tenido paradójicamente el efecto de confinar en el pasado la supuesta hegemonía del paradigma nacionalista, que la globalización pondría en entredicho. De hecho, las numerosas investigaciones que desde entonces se han destinado a analizar las “ciudadanías flexibles” comparan, implícitamente, la evidencia empírica que ofrecen los estudios sobre la movilidad en la actualidad con el modelo normativo de ciudadanía introducido por la revolución liberal burguesa, atribuyendo a este modelo una relevancia histórica global. Muchos trabajos sobre migración basan esta afirmación en los resultados de la investigación de Rogers Brubaker sobre el proceso histórico que condujo al sistema de ciudadanía nacional (una definición universalista y territorialista de la pertenencia), como instrumento de cierre instalado por el Estado nacional en el siglo XIX para reforzar las fronteras territoriales con fronteras legales entre nacionales y extranjeros.15 Los casos analizados por Brubaker implican ciertos presupuestos históricos no siempre compartidos, como el de oponer el ius sanguinis alemán al ius soli francés16 u otorgar a los casos francés y alemán una validez universal. ¿La relación entre territorio, autoridad y derechos que se teje en Francia a través del centralismo del Antiguo Régimen, de la filosofía de la Ilustración, de la revolución política y del expansionismo napoleónico, es comparable a la situación de los exterritorios de la monarquía española en las Indias occidentales? Más allá del debate historiográfico que implica esta pregunta y sobre el cual tendremos la ocasión de volver a lo largo del libro, la hipótesis que motiva esta investigación parte de la idea de que el contraste entre un pasado de cierre y el presente global busca enfatizar la originalidad y relevancia del contexto actual otorgando al pasado una función retórica. ¿Es válido oponer un presente de ciudadanías múltiples a un pasado en que la migración territorial estaba sometida al esquema de ciudadanía nacional y solo había dos opciones: ser nacional o ser extranjero? La movilidad migratoria que se dispara en el siglo XIX atlántico, ¿no introduce otras figuras de “In-Between”?17 La apuesta que alimenta esta investigación es que las preguntas formuladas a partir de las prácticas presentes pueden tener efectos de conocimiento histórico, si evitamos contrastarlas con un modelo de supuesta pertinencia en el pasado. Se trata de explorar las contingencias de las experiencias que movilizan categorías jurídicas a lo largo del tiempo, destacando lo que Mary Lewis calificó como el carácter contingente del derecho revelado por las prácticas de aplicación de este.18


    La primera dificultad que debí enfrentar fue la escasez de investigaciones disponibles para encarar la construcción de una problemática en Argentina. Que se me entienda bien. Los estudios sobre historia de la ciudadanía son legión. Particularmente renovados desde mediados de la década de 1980, estos estudios privilegian diferentes aproximaciones a la historia electoral y más ampliamente a las prácticas políticas, las luchas sociales o la historia de los conceptos, etc., pero asumen que la ciudadanía como condición de pertenencia a una comunidad política implica la nacionalidad.19 Estas circunstancias explican la limitada presencia de investigaciones históricas dedicadas al análisis de la nacionalidad, que muchas veces se entiende como ciudadanía y otras como nacionalismo. Asimismo, se observa una escasa atención hacia las políticas y prácticas de naturalización y las instancias que la regulan.20 En cuanto a la nacionalidad como categoría jurídica, ella fue objeto de estudio en el derecho constitucional y el derecho internacional desde fines del siglo XIX. Si bien estos estudios me han sido de gran utilidad y han servido de valiosas fuentes, se inscriben dentro de una perspectiva normativa, mientras que lo que busco en esta investigación es abordar la nacionalidad como objeto histórico, dando cuenta de la utilización que de ella hacen los sujetos y los gobiernos a lo largo del tiempo.21


    La historia de las políticas de nacionalidad y de las prácticas de naturalización está lejos sin embargo de ser un territorio virgen. El libro de Brubaker sobre historia de la ciudadanía y nacionalidad en Francia y Alemania señalaba, en el contexto de los festejos del bicentenario de la Revolución Francesa, el interés y la necesidad de distinguir estas dos categorías de la modernidad política.22 El libro dio lugar a un debate que incitó el desarrollo de nuevas investigaciones centradas en la historia de la nacionalidad.23 No sin sorpresas, la academia norteamericana, y particularmente la estadounidense, ha manifestado un temprano interés, habida cuenta de la importancia de la historiografía sobre migraciones.24 En América Latina, la historiografía mexicana es la única que en estas últimas décadas ha prestado una destacada atención al tema, debido a la relevancia de la población de nacionalidad mexicana en Estados Unidos y a la existencia de agendas académicas compartidas.25 Para el conjunto de la Hispanoamérica moderna debemos destacar el importante aporte de Tamar Herzog. Su investigación sobre las dos figuras sociales y jurídicas del Imperio, la vecindad y la naturaleza, nos resultó central para formular ciertas hipótesis sobre sus metamorfosis durante el siglo XIX que guiaron esta investigación.26 Solo algunas investigaciones puntuales se interesaron en la cuestión de la “naturalización” de extranjeros en el período nacional.27 Para el caso argentino, sorprende la escasa atención que se ha acordado a las naturalizaciones, máxime si consideramos que el país ha recibido en menos de un siglo más de siete millones de inmigrantes con un saldo migratorio de tres millones y medio, que representan más del doble de la población nacional al comienzo del ciclo migratorio.28 La historiografía ha conocido ciertamente, en particular a partir de fines de la década de 1980, un importante desarrollo de estudios sobre las migraciones internacionales en Argentina, que la creación de la revista Estudios Migratorios Latinoamericanos y la implicación institucional de algunos investigadores, como Luigi Favero y Fernando Devoto, contribuyeron a estructurar científicamente. Pero la producción histórica se focalizó en el debate sobre el multiculturalismo, enriquecido por el aporte metodológico de la teoría de las redes sociales y de los nuevos marcos de análisis regionales.29 La ausencia de investigaciones sobre el tema de este libro se explica sin duda por la afirmación recurrente sobre la escasa tasa de naturalización de los extranjeros.30 Sobre este último aspecto contamos con la obra de Lilia Ana Bertoni, imprescindible para comprender los contextos históricos que explican el arraigo de esta narrativa en la bibliografía migratoria.31


    GENEALOGÍA DE UN CONCEPTO POLISÉMICO Y MULTIESCALAR



    La palabra “nacionalidad” es un neologismo que emerge hacia fines del siglo XVIII aunque el lema ya figura en el Diccionario de autoridades en 1737: “Afección particular de alguna nación o propiedad de ella. Affectus patrius, nationis proprietas”.32 Su difusión es un fenómeno del siglo XIX, en torno a tres sentidos principales. Por un lado, la nación como sentimiento, registrado ya por aquel diccionario, pero que en el siglo XIX toma el significado de pertenencia a un grupo definido a través de criterios culturales. Este sentido aparece en 1807 en Corine ou l’Italie, de Madame de Staël.33 En la década de 1840 el mismo lema adquiere un matiz político vinculado con la primavera de los pueblos, el “principio de nacionalidades”.34 Su difusión será una herramienta de doctrina internacional que en las manos hábiles de Napoleón III servirá para fragilizar a los imperios continentales y recuperar Niza para el Imperio francés.35 En las primeras décadas del siglo XIX surge una tercera acepción del concepto, que nos ocupará aquí: la nacionalidad como categoría jurídica que traduce el vínculo de fidelidad entre un individuo y un Estado, y que hoy consigna el pasaporte. Presente en el derecho marítimo en el siglo XVIII para definir el estatuto de bienes en el Mare Liberum en contextos de guerra, es probable que esta acepción haya inspirado en el siglo XIX la utilización del neologismo para regular jurídicamente la movilidad migratoria de un gran número de hombres y mujeres.36 Ella vendría a remplazar al “sujeto” o “vasallo” y su utilización se expande a lo largo del siglo XIX en el mundo atlántico, en estrecha relación con el desarrollo de las migraciones y con el movimiento de codificación del derecho internacional. Se emplea entonces para delimitar el pueblo de un Estado y para describir el vínculo de lealtad que une al individuo con este último y sobre el que se aplica la protección diplomática. También se invoca para aludir al vínculo horizontal que une a los miembros de una comunidad nacional, transformándolos en el sujeto colectivo depositario de la soberanía. En este sentido constituye una categoría jurídica fundamental del Estado liberal democrático. Ahora bien, desde el momento en que los súbditos se convierten en soberanos, la ciudadanía tiende a absorber la nacionalidad.37 La equiparación entre estas dos nociones, que en inglés dan lugar a la utilización de la misma palabra de citizenship, conlleva una ambigüedad conceptual no exenta de implicaciones políticas, porque no todos los súbditos que sirven ahora para delimitar el territorio de la soberanía y para encarnarla gozan de derechos que se plasman en el ejercicio del poder de una comunidad. De hecho, la mitad de los nacionales queda fuera del ejercicio de la soberanía, en el caso argentino hasta el reconocimiento de los derechos políticos de las mujeres en 1947, durante el primer gobierno de Juan D. Perón.38


    Para abordar la nacionalidad desde una perspectiva histórica, es crucial incorporar la polisemia como un componente inherente al concepto. Ello implica asumir que los diferentes sentidos intervienen en las interacciones entre los actores, ya sea al otorgar o anular una “carta de ciudadanía”, al evaluar el grado de “argentinidad” de un nativo o al negociar los derechos que este estatuto puede ofrecer. El propósito de este libro consiste en seguir la pista de la nacionalidad como categoría jurídica, cuya expresión metonímica es hoy día el pasaporte, considerando la polisemia que participa en su implementación. De modo que no se trata de una aproximación normativa del derecho de nacionalidad. Se busca explorar esta categoría jurídica a partir de los métodos de la historia y el prisma de la sociedad.39 Como advirtiera el gran historiador Marc Bloch, así como no se puede entender la historia de la familia enumerando las leyes que la rigen, el derecho no agota la multiplicidad de realidades que busca reglamentar.40 Buscamos aquí comprender estas realidades a través de los procesos de formulación de reglas, las disputas y negociaciones que surgen a partir de ellas. Ello implica examinar cómo los extranjeros que deciden naturalizarse, los ciudadanos nativos en el extranjero que reclaman la protección del Estado, así como los juristas que la aplican o los hombres políticos que regulan la nacionalidad, interactúan a partir de esta normativa en función de criterios de orden económico, social o político. A partir de la combinatoria de estos diferentes puntos de vista que ofrecen las fuentes y de la variación de contextos históricos y ámbitos de interacción, buscamos tejer una narrativa sobre las políticas de nacionalidad y las prácticas de naturalización, desde la crisis imperial hasta la segunda posguerra. A diferencia de la interpretación amplia que asocia la nacionalidad directamente con un Estado soberano que la “otorga” o “reconoce”, nos enfocaremos específicamente en la dimensión multiescalar de esta categoría jurídico-política. Esto abarca desde la perspectiva subjetiva relacionada con el cambio de estatuto que implica la naturalización, hasta la esfera “global”, que incluye vínculos nacionales, regionales e internacionales. Es conveniente precisar que al utilizar el término “global” no apunto a relaciones planetarias sino a los espacios de interrelaciones densas y no aleatorias, que constituyen los tejidos sociales y territoriales que dan inteligibilidad a las acciones.41


    REGULACIÓN INTERNACIONAL DEL ESTATUTO JURÍDICO DE NACIONALIDAD



    El siglo XIX es testigo de cambios sustanciales en el mundo, desde las transformaciones políticas y económicas hasta los desarrollos culturales y científicos. La aceleración de los intercambios estimulados por el desarrollo de una economía capitalista y los avances científicos y técnicos multiplican las interconexiones entre diferentes espacios, economías y sistemas de producción, dando nacimiento a lo que algunos califican de primera mundialización.42 De hecho, la intensificación de intercambios comerciales y de las migraciones atlánticas, que adquieren volúmenes inéditos durante la segunda mitad del siglo XIX, plantea nuevos desafíos globales a los Estados nacionales. La movilidad genera disputas normativas provocadas tanto por la ausencia de una relación jurídica clara (¿cuál es el derecho que rige en el mar?) como por la yuxtaposición de derechos (¿qué derecho debe regir en el caso de un extranjero que fija domicilio en un territorio bajo otro poder soberano?) o los conflictos entre distintos derechos (¿qué derecho rige en la navegación de un río que atraviesa varios territorios soberanos?). La colisión de leyes y jurisdicciones que amenazan los intereses promovidos por las interconexiones globales promueve la formación de una serie de redes de juristas relativamente especializados, los cuales buscan concertar soluciones normativas que regulen la movilidad y eviten que las tensiones se transformen en conflictos armados. Jeremy Bentham había propuesto, hacia fines del siglo XVIII, crear una nueva ciencia del “derecho internacional” que reformule los instrumentos jurídicos que ofrecía el derecho de gentes, liberándolo de sus fundamentos “metafísicos”.43 Asistimos a lo largo del siglo XIX a la codificación del derecho internacional público, que remplaza al ius gentium y busca regular los conflictos entre los Estados soberanos en el ámbito global, así como también la del derecho internacional privado. Este último busca resolver la cuestión del derecho aplicable a las personas en movilidad, así como ofrecer garantías jurídicas a la globalización de los intercambios que impulsa el capitalismo. En estos nuevos ámbitos del universalismo jurídico se debaten y disputan los principios que deben regir la definición de la nacionalidad, tanto de las personas como de los bienes. También se discuten los límites a las intervenciones de las naciones de origen para proteger intereses de sus nacionales.


    Es importante tener en mente el contexto de la participación de juristas americanos en las redes de juristas globales en el siglo XIX para comprender plenamente lo que está en juego en estos diferentes ámbitos y redes de intercambio. La histórica crítica del derecho (critical legal histories) y el giro histórico del derecho internacional han impulsado una importante renovación de este campo. Como resultado, se ha generado una extensa producción de estudios históricos que arrojan luz sobre la dimensión geopolítica del surgimiento de ámbitos de juristas que se autoproclaman defensores de la conciencia jurídica universal. La tesis de Martti Koskenniemi sobre la historia del derecho internacional puso en evidencia los intereses imperiales que animan el movimiento de codificación en nombre de la universalidad del derecho.44 Es pertinente destacar que el importante debate que generó la tesis sobre la participación del humanismo jurídico en la legitimación de la dominación colonial desvió la atención sobre cuestiones referidas a la nacionalidad. Los múltiples aportes teóricos e históricos ofrecen sin embargo importantes pistas para abordar el tema del derecho de nacionalidad atravesado por cuestiones de soberanía. La tesis de Antony Anghie constituye un hito importante. Como otros, este autor sostiene que el derecho internacional ha sido un instrumento de la expansión imperial. Pero centra su argumentación en el análisis de la noción de soberanía, tal como la entiende el derecho internacional. Ella sirve, según Anghie, de pieza central en la regulación de las relaciones entre potencias europeas y como importante instrumento de dominación y de explotación de las naciones no occidentales.45 Habida cuenta de la relación entre nacionalidad y soberanía, sospechamos que detrás de la disputa en torno a los “principios universales” que deben regir las normas sobre la nacionalidad se juega el estatuto de estos Estados como entidades de soberanía plena. Para entender los retos que están detrás de esta puja, debe mencionarse otra categoría clave del derecho internacional que el giro crítico destaca, la de civilización.46 El derecho internacional como emanación del universalismo codifica las reglas del derecho del mundo civilizado, que se expresa a través de un restringido círculo de juristas europeos. La estructura mental que comparten estos hombres implica la división del mundo entre Estados civilizados, de soberanía plena, y territorios sin Estado (identificados como salvajes o bárbaros) o con Estados deficientes que se consideran como semicivilizados.47 La diferenciación normativa tenía efectos muy concretos. Recordemos por ejemplo la presencia de las tesis abolicionistas que motivan la Conferencia de Berlín de 1884-1885, en donde, en nombre del derecho internacional, las potencias europeas se reparten el continente africano.48 El lugar de América Latina en el nuevo derecho internacional es ambiguo, como lo son las intenciones de las “potencias amigas” en plena expansión imperial. Si la declaración de Monroe en 1823 alertaba sobre la ilegitimidad de una nueva expansión territorial hacia América, proscribiendo la identificación de cualquier territorio del continente occidental con el concepto jurídico de “terra nullius” o tierra de nadie del derecho de gentes, no pocos se interrogan sobre el grado de civilización de estos territorios y la dificultad de considerarlos como emanación del universalismo.49 En este marco, el derecho de nacionalidad se convierte en un instrumento de defensa de la soberanía nacional frente al intervencionismo europeo y anima del lado americano la idea de una comunidad de derecho a partir de la cual formular principios continentales de derecho internacional. Esta dimensión, desapercibida en gran medida debido a la identificación de la nacionalidad con la dimensión de integración cultural o política, es la que exploraremos en este libro.


    DETRÁS DE LOS BASTIDORES



    Siguiendo con lo hasta aquí expuesto, la investigación postula la existencia de una multitud de actores y entidades involucradas en la formulación y ejecución de políticas y regulaciones de la nacionalidad a lo largo del tiempo. La hipótesis que me acompañó durante esta investigación, orientando mis búsquedas y estructurando mis preguntas, es de una simplicidad meridiana: los Estados, como los individuos, utilizan el derecho de nacionalidad para responder también a otros fines que los que la normativa anuncia. Los diferentes actores negocian estas normas en sus interacciones sociales y de cara a la administración pública; hacen política con la interpretación y aplicación de la norma, ayer como hoy. Cierto es que Estado e individuos no tienen el mismo peso, no juegan en los mismos ámbitos y no desarrollan las mismas estrategias. El actor con el que automáticamente asociamos las políticas de nacionalidad es el Estado nacional y no es sorprendente constatar que la mayoría de los estudios sobre estos temas se centren en él. Esta investigación no desmiente el papel que los Estados cumplen y procura describirlo a partir de diferentes contextos históricos. Se propone asimismo analizar los diversos recursos a su disposición, ya sean de carácter normativo, político, administrativo o simbólico. Estas herramientas permiten movilizar una variedad de significados asociados a la nacionalidad, con efectos hasta ahora poco estudiados. Las fuentes consultadas nos llevarán a declinar la categoría de Estado, a través de los diferentes agentes que hablan o actúan en su nombre: hombres políticos, diplomáticos y juristas. En el primer caso vamos a encontrarlos fijando y aplicando políticas a través del poder ejecutivo y su administración, como también a través de la labor parlamentaria y su particular papel en el proceso legislativo. Allí los encontraremos proponiendo proyectos que implican directa o indirectamente a la nacionalidad o debatiendo y votando leyes sobre ciudadanía. El trabajo también destaca otro actor central en el tema que nos ocupa: los juristas. La historia de la justicia ha conocido últimamente un considerable desarrollo, tanto desde la perspectiva de la historia social del derecho, de la historia institucional del Estado, de la de los lenguajes y culturas jurídicas de los actores involucrados.50 Sin embargo, en este amplio y rico campo, ha habido una notable ausencia de estudios que aborden las naturalizaciones, a pesar de ser un hecho jurídico de gran relevancia para un país de inmigración. En efecto, desde 1869 las naturalizaciones están bajo autoridad de los jueces federales, encargados de evaluar los casos y tomar decisiones sobre concesión o denegación de las naturalizaciones. Los jueces poseen el mandato de desempeñar el papel de guardianes de la nacionalidad. Se trata de un grupo de hombres cuya especialización les confiere una relativa autonomía y que ocupan un lugar estratégico en la regulación política y jurídica de la comunidad.51 Estudiaré a estos actores a través de los actos de justicia que se reflejan en los fallos de cartas de ciudadanía, así como en las sentencias resultantes de una apelación. Junto a los jueces encontramos también a los juristas que ejercen su labor desde las aulas universitarias y que juegan un importante papel como conectores con las redes de juristas internacionalistas.52 El objetivo aquí es abordar el estudio del derecho internacional desde una perspectiva de historia social. Ello implica explorar las dinámicas y mecanismos de constitución de grupos de juristas especializados en derecho internacional a través de los cuales se formulan principios doctrinarios y se estructuran instancias de regulación jurídica internacional.53 Last but not least, consideraremos aquí a los actores olvidados de esta historia, los extranjeros y las extranjeras que acuden a los tribunales para hacer un pedido de carta de ciudadanía. Se trata en primer lugar de interrogar con evidencia empírica la tesis sobre las escasas naturalizaciones de los extranjeros a través de un estudio cuantitativo de las naturalizaciones.54 Aspiramos asimismo explorar las motivaciones que llevan a determinados hombres y mujeres a optar por la naturalización, sirviéndome de fuentes jurídico-administrativas que, en su mayoría, no proporcionan detalles al respecto. Para encarar esta dimensión, seguiré el enfoque metodológico empleado por Alain Corbin para escribir la historia de Louis-François Pinagot: producir la singularidad en medio de lo indiferenciado, recreando la individualidad de una trayectoria a través de una historia de conjeturas.55 Mediante la confrontación de diversas fuentes y la aplicación de los conocimientos sobre el período, buscaré crear narrativas basadas en datos disponibles para dar vida a las trayectorias individuales, de las que nos dejan huellas los archivos.


    Las interacciones entre individuos y normas sobre la nacionalidad incluyen las normas de género que revelan tanto las prácticas como el lenguaje jurídico. Para ilustrar la ambigüedad del lenguaje jurídico en materia de relaciones de género, he optado por resaltar en itálicas el masculino como supuesto género neutro, para poner en evidencia las discriminaciones a las que pueden dar lugar las interpretaciones de este. Para trazar los contextos y los protagonismos de las mujeres, la bibliografía existente sobre historia de las mujeres en Argentina me fue de gran utilidad.56 El análisis de Geneviève Fraisse sobre la relación entre la familia y la ciudad en la construcción de la ciudadanía me ha permitido complejizar el análisis de la exclusión política; como naturalmente también resultó central la categoría de género que estructura este campo de estudios.57 Las investigaciones de Eliane Viennot me guiaron en la aproximación histórica de la normativa de género que vehiculiza la lengua y me permitieron plantear sus implicaciones concretas en el lenguaje jurídico.58 Es conveniente precisar que esta investigación no se centra exclusivamente en el análisis de las normas de género. La propuesta es más amplia pero no necesariamente menos relevante. Se orienta a incorporar de manera transversal la perspectiva de género en toda investigación histórica. Reconocemos que estas normas son intrínsecas a las interacciones sociales; no solo las condicionan, sino que también son objeto de conflictos y negociaciones. Para decirlo en términos de Marc Bloch, se trata de comprender las dinámicas sociales sin fragmentar las experiencias humanas en campos de especialidad.


    La investigación requirió consultar diferentes fondos de archivos. En su mayoría, los acervos examinados se encuentran en Argentina, aunque las redes de juristas internacionalistas me llevaron hasta Ginebra y Lausana.59 Un obstáculo significativo consistió en diseñar una estrategia metodológica que me permitiese confrontar y cruzar informaciones provenientes de campos, lenguajes y lógicas archivísticas tan disímiles.


    La dificultad mayor fue, paradójicamente, de orden material: ¿cómo acceder a los expedientes de naturalizaciones? La consulta no fue ni fácil ni rápida.60 Los expedientes sobre naturalizaciones en Capital Federal se hallan en los archivos de Tribunales. Dadas las diferentes dimensiones de este acto jurídico en materia civil, política e internacional, estos legajos son archivos activos, disponibles para una consulta frecuente para familiares, gestores o abogados, pero de difícil acceso para los investigadores. Pude finalmente acceder a un fondo inédito que, como toda investigación pionera, tiene sus ventajas, pero también sus inconvenientes. Según las cifras del Ministerio de Justicia, entre 1870 y 1948 se validó un total de 140 mil naturalizaciones por parte de los juzgados de la Capital. Estas están registradas en más de sesenta tomos o libros, cada uno de los cuales contiene un centenar de legajos, que remiten a tantos expedientes de fallos, que no se limitan exclusivamente a cartas de ciudadanía.61 En otros términos, para acceder a un estudio exhaustivo de las cartas de ciudadanía tramitadas en los juzgados civiles federales de la Capital habría que movilizar más de 150 millones de expedientes judiciales… ¡un océano de papeles protegidos por una catalogación diseñada para responder a las necesidades internas de la administración, pero que difícilmente pueda servir a los propósitos de una investigación histórica!62 El método adoptado, una vez garantizado el acceso al archivo, fue el de optar por la constitución de una muestra aleatoria a partir de los dos libros que concentran exclusivamente legajos con expedientes sobre cartas de ciudadanía “históricos”.63 Los expedientes integran exclusivamente los fallos en materia de naturalización que van desde la década de 1870 hasta comienzos de la de 1930, depositados por los juzgados de la Capital en el archivo de Tribunales.64 El método de seleccionar un expediente a intervalos específicos no era posible porque hubiese implicado una movilización excesiva de legajos en una dependencia que no contaba con personal para acompañar este tipo de pesquisa. Optar por la selección de una letra basada en el orden alfabético de la catalogación no era tampoco una opción viable debido al sesgo evidente que ello tiene cuando se trabaja con apellidos extranjeros.65 Para superar este obstáculo construí una muestra “sorteando” aleatoriamente veinte de los 279 legajos y unos 55.000 fallos de cartas de ciudadanía.66 En total, una muestra de dos mil expedientes individuales, de los cuales el 98% son hombres. Las escasas extranjeras me abrieron una nueva pista sobre la desigualdad de las mujeres en materia de derecho de nacionalidad, que encubre el masculino genérico. La variedad de fuentes que respaldan esta investigación ha dado lugar a privilegiar en algunos casos la aproximación cuantitativa y en otros la cualitativa, considerando que no son opciones alternativas y excluyentes.67 La variación en el método de análisis busca revelar otras dimensiones del problema mediante la confrontación entre la singularidad y la regularidad ofrecida por el tratamiento cuantitativo. Este enfoque refleja la metodología de la microhistoria, cuyo interés heurístico defiende la microhistoria global.68 Para ello me inspiré también, como ya hice mención, en el camino abierto por Alain Corbin.


    La nacionalidad y la naturalización involucran diversas dimensiones de las experiencias humanas, que va desde la más íntima, como el impacto en la identidad de los individuos, hasta cuestiones de alcance global que se dirimen en las instancias de regulación internacional. Se extiende, además, de lo más concreto, como la posibilidad de recurrir a la protección del Estado, hasta lo abstracto que se manifiesta en conceptualizaciones teóricas y normativas que rigen decisiones judiciales. La apuesta de este libro radica en explorar estas diferentes dimensiones y ponerlas en diálogo para desnaturalizar la “nacionalidad” y poder pensarla como objeto histórico. Dicho de otro modo, sujetas a construcciones políticas, sociales, culturales y por supuesto legales. Para ello fue necesario reconstituir, a través de las huellas dejadas en los diferentes archivos, acciones y actores que, en diferentes espacios, momentos y circunstancias, dan cuenta de un abanico de interacciones entre comportamientos individuales y normas que rigen la pertenencia a una comunidad jurídica. La iniciativa no apunta a la exhaustividad. El espectro temporal es amplio, pero su elección no implica una tesis sobre una secuencialidad que revela una suerte de linealidad de la historia de la nacionalidad.


    CÓMO LEER ESTE LIBRO



    Pensado como un calidoscopio, cada capítulo busca reconstituir una escena que se inscribe en un contexto histórico y temático específico. Las escalas no siguen una estricta secuencia temporal o espacial y no exigen una lectura secuencial. Algunos análisis están situados en un momento y un lugar circunscriptos, como los argentinos atrapados en el campo de Belchite (en Aragón, España) en 1941, otros se inscriben en la “atemporalidad” de la “conciencia jurídica universal”, cuya cronología revela la materialidad de los encuentros que la forjan. Ello me llevará a dialogar con diferentes contextos y estados del arte, que van desde la historia política de las independencias a las migraciones atlánticas; de la historia crítica del derecho internacional a la década infame en Argentina; desde el análisis de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia hasta los campos de concentración franquistas. Hilos invisibles vinculan estas diferentes escenas, pero el propósito no es el de construir una narrativa a partir de relaciones lineales y directas de causa a efecto. Nos inclinamos en cambio por el modelo de configuraciones históricas propuesto por Norbert Elias que permite captar las interacciones dinámicas entre diversas instituciones, prácticas sociales y estructuras.69 Cada capítulo captura una configuración específica a partir de fondos documentales que ofrecen un acceso a la cuestión tratada. La escala espacio-temporal de cada capítulo está delimitada por el objeto de estudio, pero también por los límites que imponen las fuentes. Hubiese tenido mucho sentido, por ejemplo, extender el estudio de las naturalizaciones al período posterior a la década de 1930 para analizar el impacto que tiene la ley del derecho al voto de las mujeres, de 1947, sobre las naturalizaciones de las extranjeras. Como lo he detallado previamente, las particularidades del archivo de Tribunales no lo hicieron posible. Otros y otras podrán retomar estas pistas y a partir de nuevos estudios confirmar, rectificar o reformular las hipótesis y los ángulos de mira aquí privilegiados. El estudio de esa muestra no supone una representatividad que autorice trasladar los resultados a otros momentos, ni busca “resolver” el enigma sobre las escasas naturalizaciones. Se trata de comprender las lógicas que animan la movilización de una categoría jurídica por diferentes actores y cuyas variaciones históricas merecen toda nuestra atención.


    El libro está organizado en ocho capítulos. El capítulo I se dedica a examinar la centralidad de la noción de ciudadanía en la transición del imperio de la monarquía española en América a la constitución de naciones, a partir del estudio del Río de la Plata, en un marco temporal que va desde la Revolución de Mayo de 1810 hasta el fin del rosismo. A partir de textos legislativos y del estudio de las primeras cartas de ciudadanía, se analizan las diferentes definiciones de la ciudadanía en relación con una comunidad natural que vehiculiza la noción de “naturaleza”. El capítulo II analiza la emergencia de la nacionalidad como categoría jurídica para destacar la relación que ello tiene con la afirmación de la soberanía, a través de tres negociaciones claves: la disputa entre Buenos Aires y la Confederación durante la secesión del Estado porteño, las negociaciones del tratado de reconocimiento con España y la promulgación de dos leyes de ciudadanía, la olvidada ley de 1857 y la que rige aún hoy, adoptada en 1869. El siguiente capítulo se adentra en el papel de la universidad en la formación de los juristas y en la construcción de un discurso normativo sobre la nacionalidad, que se aborda en un marco cronológico que va desde la creación de la Universidad de Buenos Aires en la década de 1820 hasta el Centenario. Las clases y los manuales producidos o traducidos por los catedráticos en derecho de gentes y derecho internacional, junto a las tesis doctorales constituyen el corpus documental principal a partir del cual se lleva a cabo el análisis. El capítulo IV se enfoca en la conexión entre la producción de doctrina a nivel local y los diferentes espacios de negociación y regulación global del derecho de nacionalidad. Los últimos cuatro capítulos se adentran en el análisis de fuentes sobre naturalizaciones que permiten examinar cómo los actores utilizan las normativas, cuyas modalidades de producción y alcances fueron estudiadas en la primera parte. El quinto desentraña la cuestión de las cifras sobre naturalizaciones, desde el discurso estadístico hasta la materialidad del expediente de naturalizaciones. El sexto responde la cuestión de cuántos, quiénes y cuándo se naturalizan, a partir de una perspectiva de género, en un período que abarca medio siglo de historia de migraciones internacionales, entre 1880 y 1930. El capítulo VII analiza en detalle un corpus de fallos de la Corte Suprema de Justicia, que van desde la década de 1870 hasta el fin del gobierno de Perón. A partir de este rico corpus se estudian la interacción entre aspectos legales (normas), decisiones judiciales (jurisprudencia), consideraciones políticas y de género. El corpus ofrece asimismo datos sobre la situación de muchos extranjeros y extranjeras que se verán atrapados en situaciones inextricables, producto de las políticas de nacionalidad. El último capítulo nos trasladará a otro escenario, el de la guerra civil española, para analizar la aplicación in situ de los acuerdos firmados con España y las normas de nacionalidad enseñadas y defendidas en los diferentes ámbitos internacionales. Estas dramáticas experiencias, a las que accedimos a través de la documentación existente en los archivos de Cancillería, nos llevarán a analizar los condicionantes políticos e ideológicos locales, las consideraciones diplomáticas dictadas por la Realpolitik y las estrategias individuales destinadas a salvar el pellejo, en las resoluciones de los pedidos de repatriación de argentinos nativos, algunos recluidos en campos de concentración y de trabajo.
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    I. DE NATURALES DE LOS REINOS DE ESPAÑA A CIUDADANOS DE UNA NACIÓN


    Españoles y canarios, contad con la muerte, aun siendo indiferentes, si no obráis activamente en obsequio de la libertad de la América, Americanos, contad con la vida, aun cuando seáis culpables.


    SIMÓN BOLÍVAR, 18131


     


    La América del Sud goza de una ventaja sin igual en Europa, para el desarrollo de su libertad, es que en ella no hay extranjeros entre los americanos. La frontera es un hecho artificial de su derecho de gentes.


    JUAN B. ALBERDI, 1864-18672


     


     


    LA “NACIONALIDAD” como estatuto que materializa el vínculo jurídico de un individuo con una comunidad política y con el Estado como su expresión institucional se asocia a dos figuras jurídicas previas cuya importancia en Hispanoamérica ha sido puesta en evidencia por Tamar Herzog.3 En su estudio sobre los españoles durante el Imperio, la autora destaca las lógicas sociales que animan estas dos categorías de la pertenencia: la vecindad, que refiere a la integración en una comunidad local, y la naturaleza, que abarca una pertenencia más amplia. Herzog ilustra cómo, a lo largo de más de tres siglos, el sentido de estas categorías ha variado históricamente en España y en América. Si la vecindad remite en el mundo hispánico a los vínculos entre miembros de una misma corporación territorial, la naturaleza puede aludir tanto a los vínculos verticales que ligan a los habitantes con el soberano y que identificamos con la noción de vasallaje, como a los lazos horizontales de pertenencia a una comunidad “natural”. Su análisis muestra cómo la segunda acepción de “natural” tiende a imponerse en el siglo XVIII y ello, en parte, a través de la vinculación entre la pertenencia a la comunidad local (vecindad) y a la comunidad natural (naturaleza). Herzog sostiene que, a diferencia de lo que hoy consideramos evidente —que la ciudadanía implica la nacionalidad—, en aquel entonces la vecindad tendía a definir la participación en una comunidad más amplia, la de los “naturales del Reino”.4 Esta idea se afirma en el siglo XVIII a través del concepto de “naturales de los reinos de España”, que Cádiz constitucionaliza.5


    ¿Qué implicaciones tiene ello en la historia de la nacionalidad hispanoamericana en el siglo XIX? Para explorar esta importante cuestión debemos considerar que los reclamos que, desde el siglo XVIII, formulan los criollos respecto del reconocimiento de una naturaleza americana diferente de la española llevan a postular la existencia de una comunidad natural definida por el amor a América.6 La petición de reserva de oficios para americanos, en nombre de esa comunidad natural, alimenta un patriotismo criollo que se consolida a través de la defensa de intereses concretos. Sin duda, la relación de ese sentimiento americano con las revoluciones de independencia es menos lineal de lo que indicaban las primeras narrativas nacionales en el siglo XIX o las tesis sobre el protonacionalismo en el siglo XX, pero no por ello es inexistente.7 Este patriotismo revela sin embargo la conformación, en las principales ciudades virreinales, de identidades criollas diferentes a la española, aunque en materia del derecho civil los criollos americanos integren la comunidad castellana.8 De ello podemos inferir las razones que llevan a los criollos a fundar sus reclamos en el derecho natural, el derecho divino y el derecho de gentes.9 Los criollos movilizan, a través del derecho natural, la categoría filosófico-jurídica de la sociabilidad natural a partir de la cual se identifican como “naturales” frente a los españoles europeos, ajenos a esta comunidad natural.10 Por ejemplo, la presunción de una naturaleza americana lleva a Juan Antonio de Ahumada a afirmar que los españoles europeos eran transeúntes en las Indias.11 Ello no necesariamente anuncia ni la revolución política ni la ruptura imperial, pero ofrece una figura a partir de la cual asentar y legitimar reclamos, viejos y nuevos. Sin embargo, la naturaleza americana no facilita la delimitación territorial de la nación como sujeto de derecho de gentes que las independencias proclaman, porque los lazos naturales sobre los cuales se justifica la creación de una comunidad propia de tipo horizontal eran filosóficamente sólidos, pero territorialmente imprecisos.12


    LA NATURALEZA AMERICANA COMO PRIMER MARCO DE LA PERTENENCIA A UNA COMUNIDAD NATURAL



    La acefalía de la monarquía desencadena un proceso político y jurídico que ha dado lugar a un perspicaz y prometedor debate historiográfico.13 De este fértil campo de renovación historiográfica, retengamos ciertos conocimientos consensuados sobre el proceso de reformulación de la monarquía como nación, en el marco de una doble crisis imperial y constitucional.14 Cádiz constitucionaliza en 1812 el principio de la “naturaleza de ambos hemisferios”, asociado ahora a la “calidad de español”, que viene a suplir la naturaleza americana como comunidad natural. No es sorprendente, ni tampoco irrelevante, constatar que no figure ninguna referencia a una naturaleza americana en el texto gaditano. De ello podemos inferir que si bien Cádiz es un extraordinario propulsor de la participación política a través de la “revolución territorial de los pueblos”, que transforma y dilata socialmente el sentido de ciudadanía, la Constitución introduce al mismo tiempo en la figura del “español de ambos hemisferios” un marco territorial jurídicamente unificado que impide la identificación de la ciudadanía con la naturaleza americana.15


    En este proceso, que, como bien lo subraya Portillo Valdés, tiene una dimensión imperial, se destaca la región del virreinato del Río de la Plata. En efecto, la decisión que toma la Junta de Buenos Aires en 1810 de no enviar representantes a las Cortes de Cádiz, resolución que conlleva la posterior negativa a jurar la Constitución en 1812, instala la cuestión constituyente en el centro de la dinámica insurreccional y, con ello, la necesidad de definir estas dos figuras localmente.16 De allí el interés de seguir atentamente la utilización de estas dos nociones durante el primer período de ensayos constituyentes dentro de la monarquía, pero fuera de Cádiz.


    Consolidar la “familia americana” en nombre de Fernando VII, 1810-1816


    La llamada Revolución de Mayo, iniciada por el Cabildo de Buenos Aires y liderada en sus primeros momentos por la Junta Gobernativa en nombre de Fernando VII, funciona como notable propulsor del concepto de ciudadanía, cuya polisemia permite evocar la variedad de estatutos jurídicos en torno a los cuales se busca movilizar a una sociedad estamental.17 Entonces la voz “ciudadano” comienza a utilizarse en el sentido de una comunidad política amplia sin por ello anular la acepción de “vecino” ni remplazar la voz “sujeto/vasallo”. El término no solo se declina en la esfera política y pública. Durante los seis primeros años de “fidelidad armada”, se promulgan los primeros textos normativos que buscan definir tanto el ejercicio de la ciudadanía como las condiciones para acceder a los derechos asociados a ella. Dejamos voluntariamente de lado el estudio de la reglamentación sobre las condiciones de ejercicio de la representación política, aspecto que ha centrado el interés de los investigadores, para focalizarnos en la definición del acceso a los derechos que le son asociados y que permite rastrear el vínculo entre ciudadanía y naturaleza.18


    La primera tentativa local por definir la ciudadanía en el marco de la crisis monárquica aparece con la promulgación del decreto de seguridad individual del 23 de noviembre de 1811.19 Proclamado por un primer triunvirato, que tenía a Bernardino Rivadavia como secretario, la resolución buscó garantizar la libertad civil de los ciudadanos, protegiéndolos contra el despotismo. Las referencias clásicas son evidentes. Se definen aquí los “derechos sagrados” de estos “a la vida, al honor, a la libertad y a la protección de la propiedad”. En poco más de un año, los poderes que obran en representación de Fernando VII introducen una significativa ampliación de la dimensión corporativa de la ciudadanía —la vecindad—, al asociarla a derechos individuales que la autoridad se compromete a proteger. La formulación y reconocimiento de estos derechos “sagrados” (naturales) no permite sin embargo definir las condiciones de acceso ni trazar una frontera nítida entre los beneficiarios y los que quedan excluidos. El artículo 7 nos ofrece una pista cuando agrega que se garantiza “a todo hombre la libertad para permanecer en el territorio del Estado o abandonar cuando guste su residencia”. Esta precisión merece dos observaciones. El masculino genérico denota una concepción jurídica y católica del pater familias que resignifican, sin cuestionar, los filósofos del contrato social.20 Así formulado, el artículo introduce una distinción entre “hombre-residente” al que se le reconoce la libertad, pero no el derecho de permanecer en el territorio, y “hombre-ciudadano”, que sí lo tiene, señalando una relación entre membresía y derechos territoriales que fue consolidándose a través del derecho de nacionalidad.21 Esta sutil diferencia que atraviesa el debate doctrinal da muestra, por otro lado, de una afirmación temprana del principio de libre inmigración que se inspira en el derecho de gentes y con el cual los criollos buscan diferenciarse del denunciado despotismo del gobierno español.22 El decreto de libertad de imprenta firmado simultáneamente por las mismas autoridades añade una nueva precisión al definir esta libertad como “derecho de los hombres” y no como atributo de la ciudadanía.23 Estos primeros ensayos evidencian que la figura de “ciudadano” prolonga —y modifica— la del “vecino” a través de la resonancia que instala en la de los hombres sujetos de derecho. Es a través de este eco disonante que las nociones de ciudadanía y naturaleza dan lugar a nuevas configuraciones semánticas.


    En momentos en que la autoridad gubernativa del Río de la Plata ensaya una primera aproximación a la ciudadanía, Cádiz la constitucionaliza en los términos ya evocados, definiendo a los españoles de ambos hemisferios como “todos los hombres libres nacidos y avecindados en los dominios de las Españas y los hijos de estos”.24 Destaquemos primero lo que esta definición excluye. Los esclavos nacidos en los dominios, así como los libres de color no nativos no son considerados españoles.25 La condición de español, que se declina íntegramente en género masculino, implica nacimiento y domiciliación en los dominios, aunque la constitución sugiere asimismo que la calidad de español pueda heredarse, al hacer referencia a los hijos. Las autoridades del Río de la Plata, que se niegan a jurar la Constitución de Cádiz, lanzan la idea de la organización de una Asamblea general que convoque un Congreso constituyente.26 Sabido es que la Asamblea que se reúne en enero de 1813 no declara la Independencia ni promulga una constitución. El contexto bélico y las disensiones locales, así como las modificaciones de las relaciones de fuerza en Europa explican en buena medida esta prudencia, sin duda también incentivada por los consejos que brinda lord Strangford, el ministro inglés que interviene desde la corte portuguesa en Río de Janeiro.27 Ello no impide que el “soberano cuerpo” promulgue una serie de leyes que confirman los nuevos fundamentos del poder político, como lo es la moción hecha por Alvear el 8 de marzo de 1813, de declarar “que los diputados de los pueblos son diputados de la nación”.28 La misma dimensión revolucionaria contiene la declaración de la “Libertad de vientres”, la extinción de títulos de nobleza y el decreto que declara a “los indios de todas las Provincias Unidas por hombres perfectamente libres y en igualdad de derechos a todos los demás ciudadanos”.29 Iniciativas rupturistas que deben sin embargo insertarse en un marco cultural e institucional que consolida los elementos preconstituidos como las corporaciones territoriales.30 Cuatro proyectos de constituciones fueron entonces formulados. Y aunque ninguno logró generar consenso, vemos allí un primer intento de delimitar la ciudadanía como cuerpo cívico de una comunidad natural, que los textos sin embargo no definen. Examinemos un momento estos textos. Son ciudadanos, según el proyecto del 27 de enero de 1813, “todos los hombres libres que nacidos o avecindados en el territorio del Estado se hallen inscriptos en el registro Cívico conforme a la Ley”, pero también los extranjeros que “se hallen avecindados en cualquier punto del territorio del estado al tiempo que se sancione la constitución y o que tengan dos años de residencia y se inscriban en dicho registro”.31 Como en Cádiz, la ciudadanía supone ser nativo del territorio del “Estado”, excluyendo tanto a los esclavos como a las mujeres y reconociendo la residencia como vía de acceso a esta para los extranjeros. El proyecto de Constitución que propone la comisión ad-hoc el mismo año afirma, en su capítulo primero, que “la soberanía del Estado reside esencialmente en el Pueblo” y define a este como “la reunión de los hombres libres de la república”.32 Las condiciones que definen a los ciudadanos que conforman al pueblo como entidad soberana son las mismas, pero en esta versión se prolonga el tiempo de residencia/vecindad de los extranjeros a cinco años. En cuanto al proyecto diseñado por la Sociedad Patriótica, este exige cuatro años de residencia para perder la condición de extranjero, pero modifica sensiblemente la definición de la ciudadanía al afirmar que “todo hombre libre, y nacido y residente en el territorio de las Provincias Unidas, es Ciudadano Americano desde que llega a la edad de veinte años”.33 El proyecto de constitución de carácter federal delega en cada provincia el arreglo de “usos y costumbres de sus naturales”, estableciendo sin embargo que los ciudadanos de cada provincia serán “acreedores a todos los privilegios e inmunidades [sic] de Ciudadanos libres en las varias Provincias”.34 Todos los proyectos vinculan la ciudadanía con la condición de natural y residente. Pero detrás de esa convergencia constatamos una gran variedad de recortes jurídico-territoriales que recubre la noción de natural: país, república, Estado, provincia(s), América, lo que da muestra de la dificultad de asociar el proyecto constituyente a un espacio político y jurisdiccional.


    El Estatuto provisional de mayo de 1815, aprobado con algunas modificaciones por el Congreso de Tucumán de 1816, introduce una serie de elementos que, como veremos, retomará la Constitución de 1853.35 El primero de ellos, y no el menor, consiste en definir al habitante como el sujeto de derechos (y no al natural o al ciudadano como lo hacía el decreto de noviembre de 1811).36 El capítulo 3 precisa los derechos del ciudadano, que define como “todo hombre libre, siempre que haya nacido y resida en el territorio del Estado”, fijando los 25 años para entrar en ejercicio de este derecho. El texto también especifica los requisitos para adquirir esos derechos para los no nativos: residencia (aquí se fija a cuatro años) y condiciones de oficio y capital. Para el caso de los españoles de Europa se retoman los requisitos formulados en el decreto de 1813: adhesión a la libertad y servicios distinguidos a la causa del país.37


    No es sorprendente constatar que un gobierno que no ha declarado aún la independencia vincule la ciudadanía/vecindad con el lugar de nacimiento y la residencia, sin asociarla a la naturaleza como vínculo de sujeción que traduce el estatuto de vasallo o súbdito. Ello puede explicar que las primeras formas jurídicas de reconocimiento de pertenencia a la comunidad política se denominen “cartas de ciudadanía” para distinguirlas de las “cartas de naturaleza” que otorgaba el monarca. Las autoridades americanas hacen así uso de un instrumento de las corporaciones territoriales, para definir la pertenencia a una comunidad política sustentada ahora en otros fundamentos. De manera que el indeciso camino hacia la creación de un poder constituyente, que se posterga aún por varias décadas, pone en evidencia las diferencias que entonces se constatan entre la ciudadanía, que define tanto la vecindad como el apego al nuevo orden revolucionario, y la naturaleza como vínculo de fidelidad y de pertenencia a una comunidad natural, que, como veremos, tiende a asociarse con la “familia americana”.


    Las primeras cartas de ciudadanía: afirmación de un vínculo de fidelidad armada


    En los primeros meses siguientes a la constitución de la Junta Gubernativa de mayo de 1810, la fidelidad hacia Fernando VII, que esta dice preservar, se arma contra aquellos que no reconocen la legitimidad de la Junta. A medida que se multiplican las dificultades para hacer respetar en el conjunto del territorio virreinal las vistas del gobierno que, en nombre de Fernando VII, se constituyó en Buenos Aires, las armas saldrán a imponer la lealtad a las autoridades porteñas. Este régimen de fidelidad armada instala un primer principio de adhesión a la comunidad política, la fidelidad a la causa americana. Ello refuerza las primeras definiciones de la ciudadanía como individuo en armas y, con ella, la naturaleza americana que sustenta la nueva esfera política, identificada con atributos de virilidad que relegan a la mujer al campo de lo particular.38


    Un ejemplo de este proceso lo encontramos en la carta de un español americano dirigida a los españoles europeos que luchan contra el enemigo francés, que publica la Gazeta de Buenos-Ayres en agosto de 1810.39 En ella el “español americano” ofrece al europeo un amparo en América, tierra de la libertad frente a la invasión napoleónica.40 Las hostilidades que entonces exhibe el cabildo de Montevideo contra la Junta de Buenos Aires incrementan la desconfianza de los mismos americanos hacia el “español” y dan razón a quienes denuncian el odio que los peninsulares fomentan contra la causa de “la patria”, término que ciertamente remite a la ciudad, pero también a la libertad americana.41 Los “enemigos de la causa” se identifican rápidamente con los “viles cálculos” que alimentan los intereses personales de los peninsulares, cuyo objetivo es el de “asegurarse de sus empleos”.42 La vieja querella de los empleos sirve aquí de clave de lectura para denunciar, en término de intereses opuestos, la actitud del cabildo de Montevideo hacia el gobierno de la capital del Río de la Plata. Los primeros textos que traducen esta oposición en términos de naturaleza datan de diciembre de 1810. Una circular de la Junta del 3 de diciembre vincula el acceso a empleos públicos con el nacimiento “en estas provincias”.43 La circular redactada por Mariano Moreno dice inspirarse en “los funestos desengaños que ha recibido esta Junta de hombres ingratos al país en que hicieron su fortuna”. La conservación de la tierra debe garantizarse por “los estímulos que la misma naturaleza inspira a los que han nacido en ella”.44 Estos textos permiten dar cuenta de que españoles y americanos, categorías ya conocidas y utilizadas durante el Imperio, son movilizadas en el contexto revolucionario para formular nuevos derechos vinculados a la “naturaleza americana”. La circular de Moreno subraya incluso que la exigencia de ser nativo para acceder a los empleos públicos es una regla de conducta de todas las naciones, puesto que ninguna de ellas es gobernada por “hombres extraños”; lo que los españoles europeos ya comenzaban a serlo para el gobierno provisional en nombre de Fernando VII. Aquí vemos resurgir la figura de la naturaleza americana como el apego natural de los americanos hacia América, ahora definida como “territorio de la libertad”, asociándola a su causa.45 En ese texto se ordena en diciembre de 1810 que “ningún tribunal, corporación o jefe civil, militar o eclesiástico, conferirá empleo público a persona que no haya nacido en estas provincias”.46 En el empeño que dice poner la Junta en “conciliar en lo posible el bien de los hombres extraños con el derecho de los hijos del país” se estipula que las medidas no afectarán a los que hayan manifestado “amor al país y adhesión al gobierno”.47 La circular agrega un último artículo destinado a los “ingleses, portugueses y demás extranjeros que no estén en guerra con nosotros”, a los que se les garantiza “todos los derechos de ciudadanos”, y la protección del gobierno para “los que se dediquen a las artes y a la cultura de los campos”.48


    La circular de diciembre de 1810 introduce tres figuras que serán movilizadas para trazar diferentes fronteras de la comunidad de derechos: naturales, extraños y extranjeros. En primer término, los “hijos del país” o “naturales de las provincias” a los que la Junta de gobierno busca preservar sus derechos (los empleos). La delimitación jurisdiccional de estos naturales es territorialmente vaga, pero conceptualmente está vinculada a derechos específicos, y para evocarla el texto habla de patria, país, provincias, tierra, naturaleza, nación. Estos se distinguen de los “extraños”, adjetivo que se utiliza para referirse al que no es natural de “las provincias” y que sirve para diferenciar a los americanos de los españoles peninsulares que carecen de un vínculo “natural” con el territorio, y por ello mismo requieren presentar pruebas de fidelidad al gobierno. Sin embargo, no son totalmente ajenos a una comunidad definida a través de la condición de católico y leal a la monarquía.49 Se distinguen así de los extranjeros, a los que se incita a instalarse en el territorio, ofreciéndoles “todos los derechos del ciudadano” que garantiza ese estatuto de habitantes.50 El término “extranjeros” es aquí utilizado para hacer referencia a los súbditos de las potencias imperiales, ajenos a la comunidad de creencias o de naturaleza y que por ello no están sometidos a dar pruebas de fidelidad a la comunidad de naturales de las provincias.


    El descontento que esta circular generó entre “españoles europeos que siendo cabeza y noble origen de las familias patricias, reciben un agravio con su absoluta separación de todos los empleos”, llevó a una pronta rectificación de la Junta a través de una publicación en la Gazeta, en la que se aclara que la orden no comprende “a los españoles europeos que no delinquiesen contra el gobierno, pues estos serán colocados en los empleos públicos a la par de sus hermanos los americanos y gozarán unos mismos privilegios y prerrogativas”.51 La rectificación está sin duda vinculada a un cambio en la relación de fuerzas políticas locales que revela el alejamiento de Mariano Moreno, pero también da cuenta de la efectividad de la conexión entre vecindad y naturaleza que aún sigue operando.52 En efecto, la protesta pública resalta la condición de los españoles cabeza de familia que son vecinos y, como tales, miembros de la comunidad natural. De allí que la respuesta del gobierno destaque como elemento distintivo la fidelidad y no la vecindad. Esta lectura es confirmada por el Cabildo en marzo de 1811, cuando sus autoridades precisan que las medidas solo debían aplicarse a los españoles que se opusiesen al régimen.53 Sin embargo, esto no impide que los nuevos poderes revolucionarios busquen formalizar la fidelidad política a través de la utilización que entonces se hace del repertorio corporativo del Imperio, empleando las “cartas de ciudadanía” para ello. Es importante destacar que no se trata, como sostienen algunas investigaciones, de “naturalizaciones”, sino de la utilización de la figura jurídica de la vecindad como privilegio y fuente de prerrogativas vinculadas a la pertenencia a una corporación, para distinguir a los “españoles que integran la familia americana” de los enemigos de la patria, en el marco de una monarquía compuesta por al menos dos naturalezas.54


    Una de las primeras manifestaciones de esta utilización de la ciudadanía como fuente de privilegios nos la brinda la decisión del Cabildo de Buenos Aires de otorgar “la calidad de ciudadano” al ministro de Gran Bretaña en la Corte de Brasil, lord Strangford, el 21 de febrero de 1811.55 El así honrado rechaza cortésmente esta distinción, aludiendo su condición de súbdito de la Corona británica. Ello evidencia los sentidos diferentes que este título tiene para unos y otros: el inglés la asocia a la condición de súbdito; el gobierno revolucionario la considera una deferencia, expresión de gratitud y reconocimiento. El mismo año otros dos británicos, Roberto Billinghurst y Diego Paroissien, son reconocidos como “ciudadanos de la América” en atención a los servicios hechos a la causa de la libertad.56 Se trata aquí de “premiar los méritos”, de afirmar “el derecho a la estimación y reconocimiento de la patria”.57 El título acordado de “ciudadano de estos países” refleja el desfase entre el reconocimiento de méritos y su aplicación jurisdiccional concreta. En estas condiciones, los privilegios que estas cartas pueden proyectar tienen una aplicabilidad limitada. El decreto juzga por ello útil ordenar “a todos los jefes políticos y militares y a todos los habitantes de la América comprendidos bajo la jurisdicción del gobierno, a cuyo conocimiento llegue la noticia de este título, le guarden y cumplan las distinciones y privilegios que por él le corresponden”.58 Los privilegios no desaparecen, pero dependen ahora también de la validación de méritos que se sustentan en las noticias que circulan y de la recepción que reciben de autoridades políticas, militares y de todos los habitantes de América que reconocen al gobierno que otorga esta distinción.


    El vocabulario utilizado para evocar la potestad que la carta ofrece sigue entonces siendo el de “goce de fueros y privilegios” de la antigua vecindad, pero el poder que lo promulga lo instala en el espacio indefinido de “la verdadera ciudadanía”. A estas manifestaciones de reconocimiento a la amistad y lealtad, se suman las cartas atribuidas en virtud de los derechos adquiridos por domicilio y matrimonio, perpetuando las atribuciones del cuerpo municipal de otorgar carta de vecindad. A Diego Winton, natural de Londres y comerciante en la plaza de Buenos Aires, se le concede el “título de ciudadano de estos países, por el que se le admite solemnemente al gremio del Estado y al goce de todos los fueros y privilegios que como a tal ciudadano le competen en virtud de las declaraciones anteriores”.59 Otro inglés de Liverpool, Juan Tindail, obtiene su carta de ciudadanía alegando su condición de “doctor en medicina y cirugía” y su “dilatada permanencia en esta ciudad, además de la adhesión a la causa de la libertad”.60


    Estos primeros casos presentan el interés de ejemplificar el uso desviado de un instrumento del repertorio corporativo imperial. Ello marca, como lo señala Alejandro Agüero, una proyección de los privilegios de las identidades corporativas de las instituciones monárquicas sobre las repúblicas municipales y las “muchas familias” que durante siglos las habían gobernado.61 Las primeras “cartas de ciudadanía” no contradicen el vínculo del individuo con el territorio y la jurisdicción, pero buscan simbolizar una nueva lealtad,62 lo cual tiene un efecto sobre la definición misma de la naturaleza. Efectivamente, esta no es solo identificada con el suelo americano, ya que al considerar a América como territorio natural de la libertad, quien no apoye la causa provoca una alteración de la naturaleza. El término “desnaturalizado” aparece en La Gazeta a partir de julio de 1811 para hacer referencia a quienes son infieles a su naturaleza/causa.63 En febrero de 1811 es utilizado para calificar a los españoles afrancesados, en enero de 1812 a los americanos liberticidas y en varias ocasiones para categorizar a José M. de Goyeneche, nacido en Arequipa, pero alistado en el ejército realista para defender el Imperio.64


    En algunos casos, la obtención de la carta parece proceder de una iniciativa de las autoridades en reconocimiento al compromiso político con la revolución. Sin embargo, la orden de marzo de 1811 que intima a los españoles europeos a salir de la capital en tres días, incita a los peninsulares a solicitar un reconocimiento de adhesión que los ampare.65 Y no es sorprendente constatar que los primeros en hacerlo sean aquellos de quienes emanan las órdenes. Ramón y Bernabé Larrea, hermanos de Juan José, miembro de la Junta, solicitan la carta de ciudadanía, argumentando que


    la casualidad nos dio la península por cuna pero la naturaleza no nos señala más patria que aquella donde serán respetados los derechos del hombre: españoles por origen y ciudadanos de todo el mundo por nuestros sentimientos, aspiramos solamente a borrar nuestro nombre del infame padrón de los meros conquistadores de este país, para inscribirlo en la nueva liga nacional de la América del Sur.66


    A la contingencia del nacimiento, los Larrea oponen la adhesión a los valores. Para ello movilizan una doble dimensión de “natural”, emanadas de la naturaleza americana y de los derechos naturales. La naturaleza implica el amor y apego natural a la tierra; el derecho natural expresa los derechos intrínsecamente vinculados a esa comunión, de naturaleza divina. Natural y naturaleza no implican entonces lo mismo, pero cohabitan más que se diluyen en concepto de natural como nativo.67 Al mes, otro de los miembros peninsulares de la Primera Junta, Domingo Matheu, obtiene la carta de ciudadanía por “los altos empleos en que han servido y sirven a la Patria”.68


    La crítica situación que debe afrontar la Junta de Buenos Aires frente a la multiplicación de focos de oposición, llevó a una radicalización de la situación local. Ello se hizo patente con la revelación de “la horrible conspiración contra la Patria” de los realistas de Montevideo con el apoyo de los españoles europeos de Buenos Aire y que dará lugar a una fuerte represión mediante la implementación de una serie de medidas contra los conspiradores.69 Un bando del 6 de julio de 1812 ordena la entrega de armas que se encuentren en manos de los españoles europeos, mandato que reitera el bando del 18 de julio, haciéndolo extensivo a “todos los españoles europeos que existan en esta Capital y sus arrabales, sea cual fuese su estado, calidad, profesión, bajo pena de horca”.70 La identificación del español con el enemigo de la causa americana queda así drásticamente planteada. Se ordena entonces el levantamiento de un censo de todos los españoles europeos y el destierro a 15 leguas de la costa de aquellos que los rumores designan como colaboradores de las fuerzas realistas de Montevideo.71 El siguiente decreto del 28 de julio de 1812 les prohíbe administrar “pulperías ni casas de abasto con ningún pretexto, en esta Capital y toda su jurisdicción”, alertando que en el término de tres días deben ponerlas a cargo de americanos.72


    La reunión del Congreso constituyente en Buenos Aires, conocido como Asamblea del Año XIII, dio lugar a una serie de nuevas reglamentaciones destinadas a forzar a todos los que ocupasen empleos públicos a formalizar su adhesión a la “causa de la libertad”.73 Ello provoca una primera oleada de demandas de cartas de ciudadanía, reguladas por la ley de 1813 que fija los requisitos que deben reunir los españoles para solicitarlas.74 Según reza el documento, el natural de los reinos de España debe “acreditar de un modo fehaciente, no solo una decidida adhesión a la sagrada causa de la libertad de la América desde la gloriosa revolución de estas Provincias, sino el haber hecho esfuerzos y servicios públicos e incontestables en su fomento y defensa”.75 Las solicitudes deben elevarse a la Asamblea General Constituyente y ya no al Cabildo, lo que señala que la carta sobrepasa los perímetros de la vecindad/ciudadanía, adoptando la jurisdicción de una nueva autoridad en ciernes. La nueva carta asocia la idea de una naturaleza americana con la fidelidad a la causa que expresa los valores propios a su naturaleza.76 A estos efectos el gobierno, esperando sin duda una avalancha de adhesiones, imprime un documento prellenado, en donde solo debía indicarse la fecha y el nombre del beneficiario. En el encabezado impreso figura “El Gobierno Superior Provisional de las Provincias Unidas del Río de la Plata a nombre del Sr. D. Fernando VII”,77 y el texto reza que aquel cuyo nombre debe agregarse en manuscrito ha brindado:


    Las pruebas más positivas de su adhesión a la causa santa de la libertad del pueblo americano, exponiendo la vida y su fortuna en defensa de los derechos de esta capital y las provincias libres de la unión, ha protestado de nuevo sus ardientes deseos de formar una parte de la gran familia americana, reconocer la soberanía del pueblo, obedecer a su gobierno, sostener la conservación del sistema y resistir con las armas cualesquiera agresiones que se intenten contra el país por los españoles o cualesquiera otra nación extranjera.78


    El dispositivo estandariza de este modo las manifestaciones de fidelidad que se exige a “los nacidos en los reinos de España”. En contraste con la Constitución de Cádiz, “españoles” remite a los nacidos en la España peninsular. Dadas las condiciones leoninas que implica la lealtad —entregar vida y fortuna—, las restricciones para aquellos que no se sometían a esta suerte de jura individual de fidelidad podían tener efectos contundentes. Ello llevó a algunos a sujetarse a estas nuevas exigencias para mantener un cargo público o un negocio, como fue el caso de los pulperos, afectados por la orden del 28 de julio de 1812. Hans Vogel contabiliza 348 españoles peninsulares que entre 1810 y 1828 adquieren la ciudadanía por este medio, de los cuales 244 lo hacen entre febrero de 1813 y fines de 1814, confirmando el impacto que tienen las medidas de lealtad forzada sobre ciertos peninsulares.79 Ellos representan alrededor del 10% de la población peninsular de Buenos Aires en 1810.80 Dentro de estas cifras que provienen del cálculo de la documentación conservada en el archivo, Vogel constata una tasa de denegación de casi el 40%. Estas parecen incluso más altas según la información del gobernador intendente, que registra un 56% de denegaciones para febrero de 1813.81 El discurso que promueve la adhesión va de la mano de una práctica altamente selectiva. La ausencia de toda justificación de la decisión tomada no permite analizar de manera exhaustiva las lógicas en juego, pero la documentación revela la existencia de un espacio de discrecionalidad donde los intereses, las fidelidades sociales y las lógicas de movilización política intervienen en el otorgamiento o la denegación de la carta de ciudadanía para los españoles.


    El 31 de julio de 1812, Benito de Rivadavia, natural de Galicia, “vecino y del Comercio de esta Capital” se dirige al gobernador, “penetrado de los principios de razón y justicia con que VE defiende los dueños de la América, adjura y detesta los horrorosos crímenes en que se han envuelto sus preocupados compatriotas”. En esta reitera su apoyo a la libertad y a la patria, y pide se le declare “hijo de la América, mandando se le expida el honorífico título”, el cual se ordena expedir el 1˚ de agosto.82 Las manifestaciones fervorosas de fidelidad, según sugiere este caso, podrían ser una puerta de acceso, posiblemente reforzada por sus vínculos con las élites revolucionarias.83 No todos mostraron una exhibición tan enérgica de fidelidad. Francisco Gomes del Olmo, natural de la montaña de Santander y vecino de la villa de San Fernando, replica en una nota del 3 de agosto que debían ser excluidos de dicha disposición “aquellos europeos que han dado pruebas positivas de adhesión al sistema”. Adjunta a su carta, se incluyen una serie de documentos que respaldan su caso.84 Una nota manuscrita al pie del documento, “no ha lugar”, deja sospechar la negativa de las autoridades a conceder una excepción a la regla. Los legajos revelan sin embargo cierto grado de discrecionalidad de las autoridades. El alcalde de la Santa Hermandad del partido de San Nicolás de los Arroyos, en una misiva dirigida al gobernador Azcuénaga, envía un largo alegato en favor del español europeo Francisco de Sales Pérez, aduciendo las mismas razones que expresa Gomes del Olmo. En el caso de Sales Pérez, media en su defensa el alcalde y las razones que arguye este último para exceptuarlo de la expulsión parecen tener mayor efecto. A las pruebas de su fidelidad a la causa de la patria, agrega el alcalde la utilidad que el nuevo gobierno puede encontrar en un español cuya instrucción e inteligencia pueden ser de gran servicio para la administración. Añade, además, que la situación de pobreza en la que se encuentran la mujer y las dos hijas del requirente ha suscitado su compasión, e informa al gobernador Azcuénaga que la familia Sales Pérez se encuentra alojada en su propia casa.85 De este modo da muestra de que esta familia es tan digna de confianza que ha sido acogida como huésped por tiempo indeterminado. La generosidad del alcalde no parece, empero, ser totalmente desinteresada, ya que en el mismo documento declara que Sales Pérez oficia de administrador de su estancia. Ello da lugar a sospechar que las órdenes contra los españoles europeos no solo liberan cargos públicos para los americanos, sino que también contribuyen a disminuir el costo de la mano de obra calificada, una oportunidad que el alcalde no deja de aprovechar. De todo ello podemos concluir que si bien es difícil, debido a la falta de información, explicitar las razones de la negativa que recibe Gómez del Olmo, el último ejemplo hace pensar que la mediación de una autoridad es un elemento que aboga por una atenuación del rigor de la ley. Es importante destacar que esta intervención no es ajena a los intereses que acompañan, y en algunos casos pueden guiar la protección que los naturales de América brindan a los peninsulares.


    En algunos casos, las negaciones parecen estar vinculadas a los puestos ocupados. Así lo sugiere la notificación de títulos denegados durante la sesión del 11 de febrero de 1813. En la resolución figuran los nombres del tesorero del Consulado, del contador mayor del Tribunal de Cuentas, así como el dependiente y subalterno de este.86 Aunque se pueda conjeturar que el tipo de puesto que motiva el rechazo, el estudio realizado por Salvatto y Banzato para el mes de febrero de 1813 muestra que todos los oficios tienen niveles similares de denegación. La documentación que se conserva en el archivo permite vislumbrar algunos factores que puedan desempeñar un papel en las decisiones. Veamos, por ejemplo, la nota que dirige Matías Gutiérrez a la Soberana Asamblea. En ella denuncia la condición de español europeo del portero de la Aduana, ofreciendo en esta sus servicios para remplazarlo, pasando registro de sus “varios servicios hechos a la Patria”. Cuatro días más tarde una nota del secretario del gobierno informa al soplón que la plaza solicitada ya está vacante y ordena que en virtud de ello se sirva proceder como lo tiene pedido.87 Matías Gutiérrez, el patriota, obtiene de este modo el puesto codiciado. La exigencia de fidelidad que atesta ahora la carta de ciudadanía está operando en el sentido de los reclamos de los criollos hacia fines del siglo XVIII: restringir los cargos públicos a los americanos y a aquellos que son admitidos como tales por la nueva instancia que los representa.88 Destaquemos que ello beneficia ahora a un amplio espectro de sectores sociales. La carrera de la revolución comprende también esta dimensión de la fidelidad que abre oportunidades laborales no necesariamente vinculadas a la guerra pero que implican decisiones de las nuevas autoridades. El nuevo dispositivo jurídico consolida sin duda alguna el proyecto revolucionario, pero también libera oficios para los más fieles a la causa.89


    DEFINIR LA MEMBRESÍA: PRIMERAS INICIATIVAS CONSTITUYENTES (1817-1827)


    El reglamento de 1815, autodefinido como provisorio, permite convocar el Congreso que sesiona en Tucumán, el cual declara la independencia en julio de 1816 y promulga un nuevo reglamento provisorio el 3 de diciembre de 1817.90 En este último se reproduce, en materia de ciudadanía, los criterios fijados dos años antes. Ambos estatutos, el de 1815 y el de 1817, dan cuenta de la ausencia de una delimitación precisa de la comunidad a partir de la cual fijar los derechos del ciudadano, asociados con el ejercicio de los derechos políticos y con la condición de nativo y residente. La ciudadanía no ha perdido, sin embargo, su vinculación con la vecindad. Los cabildos deben establecer un registro cívico de los ciudadanos-vecinos, que excluye a los esclavos y a las mujeres. El masculino genérico que estas reglamentaciones adoptan remite a la figura del pater familias que incluye a todos los que se encuentran bajo su autoridad.91 Como en el estatuto de 1815, el ejercicio de estos derechos por parte de los españoles está supeditado al reconocimiento de la independencia de “estas Provincias” por parte del gobierno español. E individualmente se mantiene el requisito de la declaración de lealtad y arraigo que supone la solicitud de una carta de ciudadanía.92 Las exigencias no parecen entonces disminuir.93


    Recordemos el contexto histórico. El Congreso constituyente es trasladado a Buenos Aires a comienzos de 1817. El objetivo de esta mudanza es consolidar la independencia de las Provincias Unidas, recientemente proclamada, frente a la ocupación de las tropas lusitanas de la Banda Oriental. El Congreso reanuda sus sesiones en mayo del mismo año.94 En un contexto difícil en que las autoridades deben hacer frente a diferentes conflictos armados, disensiones internas y a un orden internacional adverso, la asamblea constituyente propone finalmente un texto cuyo rechazo provoca la disolución del Congreso y arrastra el derrumbe del Estado central. Este fracaso produce una reacción en cadena, en la que la comunidad política queda asociada al espacio jurisdiccional de la corporación urbana que ahora se proyecta sobre la provincia. Ello no diluye la figura del Estado independiente, asociado con la nación que la declaración de las Provincias Unidas convierte en un sujeto soberano de orden internacional. Aunque sus contornos son regionalmente imprecisos, la declaración de Independencia los define jurídicamente.95


    ADHESIÓN A LA CAUSA DE LA INDEPENDENCIA



    La declaración de Independencia de las Provincias de América del Sur el 9 de julio de 1816, así como la promulgación del reglamento de 1817 introducen cambios importantes tanto en el procedimiento de otorgamiento de la carta de ciudadanía, como en el sentido que adquiere ella. En primer lugar, la expedición de la carta está ahora explícitamente asociada a un acto soberano. Ello explica que la circular del 1° de septiembre de 1817 mande recoger todas las cartas de ciudadanía expedidas a nombre de Fernando VII por los gobiernos anteriores y “que se despachen otras en la forma adoptada por la Soberanía”.96 De modo que algunas de las cartas de ciudadanía que emite el Soberano Congreso a partir de 1817 son en realidad revalidaciones de los títulos de ciudadano otorgados a partir de 1812.97


    El nuevo reglamento provisorio promulgado por el Congreso en 1817 define con mayor precisión los criterios para la obtención de la carta de ciudadanía. Si la fidelidad y los servicios a la causa del país siguen constituyendo las principales exigencias, se agregan otras, como la necesidad de “acreditar su buena comparación pública”. Este nuevo requisito introduce la figura de los testigos, que veremos perpetuarse en la aplicación de la ley de Ciudadanía de 1869. Se agrega también ahora la obligación de residencia —cuatro años para todos los que soliciten la carta— y la formalización del vínculo de fidelidad así contraído a través de un juramento ante el Director Supremo o su delegado, por el cual el aspirante a la carta de ciudadanía se comprometía a “defender, sacrificando sus bienes y vidas, la independencia de las Provincias Unidas de Sud América del Rey de España, sus sucesores y metrópoli, y de toda otra potencia extranjera”.98 Notemos igualmente que, entre el primer impreso de 1812 en nombre de Fernando VII y el juramento de 1817, encontramos una mayor precisión sobre el espacio político-jurisdiccional al que remite el vínculo de fidelidad. En 1812 se evoca el “pueblo americano”, ya que el texto establece que el otorgamiento de la carta implica la integración en “la gran familia americana”. La fórmula de 1817 signa la fidelidad a una comunidad que se identifica con las Provincias Unidas de Sud-América.99 La reglamentación de 1817 estipula, por otro lado, que la adhesión “a la Sagrada Causa de la Independencia” debe formularse “ante el Gobernador de Provincia, con audiencia formal del Síndico Procurador, informe del Cuerpo Municipal y posterior publicación en la Gazeta Ministerial”.100 En otros términos, tanto el pedido como la resolución están en manos del ejecutivo provincial; la jura se hace ante el ejecutivo nacional que representa la comunidad a la que remite el vínculo de fidelidad con la causa de la Independencia que la carta formaliza.


    Al igual que en el período anterior, hay varios decretos incitativos que acompañan la normativa. Pocos meses luego de la declaración de Independencia, un reglamento reitera la exigencia para los peninsulares de estar en posesión de una carta de ciudadanía para poder ejercer el comercio. En el caso del comercio de cabotaje, se añade el requisito de una residencia previa de diez años.101 Un año más tarde se reitera la condición de residencia para el conjunto de candidatos a la carta de ciudadanía, estableciendo un mínimo de cuatro años y la “adhesión a la sagrada causa de la independencia”.102 Entre la declaración de independencia y la promulgación de la constitución de 1819, varias medidas buscan así impeler a la población metropolitana, percibida como peligrosa, a requerir una carta de ciudadanía, aunque la adquisición de la misma esté lejos de ser automática. La presencia de españoles europeos en estas provincias estaría sofocando “en los pechos americanos [el de las mujeres y los hijos] los sentimientos de la naturaleza”. Para evitarlo, un decreto de abril de 1817 exige el permiso previo del secretario de Gobierno para celebrar todo matrimonio entre americanas y españoles.103 Otras medidas en el mismo sentido serán tomadas más tarde.104 Ellas sugieren que la jura de fidelidad formalizada en la carta no logra generar los efectos inherentes al amor natural por la patria, que implica el apego y afecto al padre. Este sentido de conexión con la naturaleza ya lo encontramos registrado en el Diccionario de autoridades de 1737 en la definición del neologismo “nacionalidad” como “Affectus patrius, nationis proprietas”.105


    En su estudio sobre “naturalizaciones”, Hans Vogel destaca una ola de pedidos que se presentan al Congreso constituyente a partir de 1817 y que conciernen fundamentalmente a españoles europeos compelidos por las sucesivas reglamentaciones destinadas a limitar su acceso a cargos públicos y a las transacciones comerciales. Vogel distingue esta primera ola de la que provoca la guerra contra Brasil entre 1826 y 1828 y que concierne mayoritariamente a portugueses y brasileños.106


    Aunque las nuevas directivas implementadas entre 1817 y 1819 implican una cierta codificación del procedimiento, la condición de “nacido en el reino de España”, sigue requiriendo de la parte del demandante de la carta de ciudadanía una manifestación de exaltación patriótica. Así, Juan Nepomuceno Álvarez, nacido en Burgos y que ya ha obtenido el título de ciudadano en 1812, regulariza su situación acorde con la circular de septiembre de 1817, elevando al Congreso su título de ciudadano previamente concedido.107 El castellano cree entonces necesario reiterar su apego a la revolución precisando que obtuvo su carta en 1812 “cuando aun la mayor parte de mis paisanos repugnaba comprometerse a manifestar sus sentimientos de adhesión a la causa americana. Casi puedo jactarme de que mi patriotismo es público y notorio no solo a los que me conocen de trato sino aun a los que apenas me han visto”.108 Y en un estallido de fervor patriótico agrega estar “dispuesto a renovar una y mil veces los juramentos que he hecho de sostener con mi sangre la libertad de mi nueva patria contra todos sus agresores de cualquiera nación que sean y muy especialmente de la España”.109 La validación de la carta ya obtenida no parece ser, entonces, un mero trámite. En todo caso, así parece temerlo Juan Neponuceno.


    Las dificultades no parecen ser menores para aquellos que lo inician luego de la declaración de independencia. Juan Pardo, un natural de Galicia eleva un pedido de carta de ciudadanía al Congreso el 23 de febrero de 1819.110 El hombre es analfabeto y firma en su nombre Alonso Esteban Carpintero, quien precisa ser “argentino”. En el acta que eleva al gobernador intendente, el gallego dice residir en el Río de la Plata desde hace treinta años, aunque no ofrece ninguna documentación que lo ateste. El dato es plausible, pues entonces se conoce un primer flujo de inmigración gallega en la región, posibilitado por la inauguración de una línea regular de embarcaciones que vincula a partir de 1767 el puerto de la Coruña con el de Montevideo.111 Según sus declaraciones, sirve veinte años en el extinguido Regimiento de Dragones y por orden suprema pasa al Regimiento Nº 2 de Arribeños. Ello supone que entra a servir en el ejército regular en el Río de la Plata hacia fines del siglo XVIII, aunque tampoco es imposible que se haya alistado en La Coruña antes de viajar, como otros nativos de Galicia, y que voluntariamente haya eludido este hecho.112 Juan declara, y varios testigos lo confirman, haberse incorporado al Regimiento Nº 2 de Arribeños en 1810, buscando destacar con ello su temprano compromiso con “la santa causa defendida por estos países de Sud-América”. En 1815 dice pasar al Ejército Auxiliar del Perú, del que se le dio de baja el mismo año. Uno de los testigos citados a comparecer, el ayudante mayor de caballería cívica, Manuel Sánchez de Acevedo, confirma en una deposición del 20 de marzo de 1819 su ingreso como cadete al cuerpo de Arribeños en 1810.113 Agrega el testigo que Juan “montó” con él en 1814, luego de la rendición de la plaza de Montevideo, al ejército auxiliar del Perú. Luego de confirmar las declaraciones de Juan, Manuel Sánchez añade que el mencionado fue dado de baja por el brigadier D. Martín Rodríguez “solo por ser Español, a pesar de que su comportación ha sido siempre irreprehensible por haber estado a mis órdenes”.114 Antes de abordar las razones del rechazo, destaquemos que ningún elemento del expediente hace referencia a un pedido previo de carta de ciudadanía, como lo exigía la legislación de 1812 para todos los españoles europeos que ocupaban empleos públicos, en particular en el ejército. Juan Pardo no se atuvo a la norma, ya sea porque no tuvo la información, no quiso o no supo cómo hacerlo, o sus superiores no se lo exigieron. Ello permite dar cuenta del variado alcance de las nuevas reglas que se ordenan desde Buenos Aires. La deposición de Sánchez de Acevedo, su superior durante esos años, nos lleva a inclinarnos por la tercera hipótesis. Que los superiores tenían la capacidad de penalizar a quienes no obedecían a las exigencias de la ley, lo demuestra la decisión de Martín Rodríguez de darlo de baja. ¿Por qué decide hacerlo entonces, cuando el Ejército del norte debe hacer frente a las tropas realistas y no antes? Si damos crédito al general Paz, Rodríguez procura entonces “popularizarse, adquirir crédito y opinión”, y no es imposible que la dureza de un castigo que llega en desfase con el delito, no sea una manera de aumentar su popularidad entre las tropas a través de sanciones que avivan los sentimientos antipeninsulares.115


    Además de la confirmación de su foja de servicios a la causa americana por parte de los tres militares bajo las órdenes de quienes había luchado por la independencia americana, Pardo propone tres testigos civiles que vienen a certificar su condición de “hombre honrado y de bien”. Lorenzo Ruiz Díaz, natural de Paraguay, dice conocerlo “desde muy niño” y tenerlo “por adicto a la causa de la Independencia nacional”. Confirma la condición de español europeo de Pardo, de ser viudo de una hija del país y ejercer como comerciante en la campaña. José Antonio Frías, un natural de Mendoza, vecino de la Capital, confirma lo declarado por Ruiz Díaz, precisando que es “traficante en la campaña con géneros que de aquí conduce al respecto”. El tercer testigo, Francisco Sebastián de Silva, natural y vecino de la Capital, dice conocerlo hace diecisiete o dieciocho años, posiblemente en el Regimiento de Arribeños. Frías y De Silva son analfabetos; Lorenzo Ruiz Díaz en cambio firma su declaración con una caligrafía segura y elegante. Casi un año trascurre entre el pedido elevado el 23 de febrero de 1819 por Antonio Esteban Carpintero en representación de Pardo y la validación de su solicitación por el ayuntamiento de Buenos Aires el 1° de febrero de 1820.116 Todo ello invita a concluir que el nuevo procedimiento es aparentemente más exigente y dilatado en el tiempo, pero que ofrece mayores garantías; sobre todo si tenemos en cuenta que no se trata ya de individuos vinculados a las élites revolucionarias, sino de sectores subalternos. Más allá de la baja en 1815, sorprende constatar que los cinco años luchando por “la causa de la independencia nacional” no impiden que los tres testigos que reconocen su apego a la causa lo identifiquen como español peninsular en 1819. El reconocimiento social de fidelidad a la causa ya no basta para transformar al peninsular en ciudadano. La carta de ciudadanía venía ahora a formalizar jurídicamente una pertenencia y afianzar su posición en la sociedad local. ¿Reside allí la razón de su decisión de proceder al pedido de carta de ciudadanía? Seguramente. Pero cabe preguntarse, entonces, ¿por qué desatendió las exigencias para permanecer en el ejército en 1815? A no ser que su “descuido” haya sido un medio de desvincularse del ejército, con el objetivo de dedicarse al negocio de la venta de productos de la ciudad en la campaña. Allí se encuentra cuando las nuevas directivas exigen que para ejercer esta actividad debe disponer de una carta de ciudadanía. Tanto las autoridades como los individuos encuentran en este nuevo dispositivo jurídico-político una herramienta para ajustarse a las cambiantes reglas del juego y oportunidades. Los casos analizados sugieren que las cartas de ciudadanía no solo simbolizan la adhesión formal al nuevo régimen político, sino que también representan una adaptación estratégica a las transformaciones políticas y legales impulsadas por la revolución.


    El expediente de don José Díaz Edrosa, natural de Galicia llegado a la región hacia fines del siglo XVIII, corredor de comercio en ejercicio, ofrece otro ejemplo de ello. A diferencia de Pardo, nos encontramos con un individuo que sabe leer y escribir. Está emparentado, a través de su matrimonio con una hija del país, con Francisco Sagui, comerciante porteño y miembro del clan Lamadrid. Además, está vinculado a la poderosa familia Rosas, a través de su matrimonio con la hermana de Juan Manuel de Rosas en 1814.117 Díaz Edrosa, como Juan Pardo, no se pliega a la normativa revolucionaria en lo que respecta a los peninsulares y solo presenta su pedido en marzo de 1819. En su caso, encontramos en el expediente una suerte de salvoconducto firmado por los miembros del Primer Triunvirato, Feliciano Chiclana, Juan Martín de Pueyrredón y Bernardino Rivadavia, el 24 de julio de 1812, donde se atesta su “sostén a la causa de la Patria”. El documento lo exceptuaba de la orden de extrañamiento que afectaba entonces a los españoles europeos, luego de que la “conspiración” de Álzaga alimentase la desconfianza de los criollos hacia los peninsulares.118 Ese pasaporte, al que todos los testigos hacen referencia, parece cumplir la misma función que una carta de ciudadanía, pues todos lo citan como prueba de su fidelidad. El preciado documento explica sin duda que el gallego no haya creído necesario iniciar el pedido de carta de ciudadanía hasta 1819. La mayor formalización que implica el pedido y la obtención de la carta respecto de ese salvoconducto denota un cambio en el sentido que adquiere la carta de ciudadanía. Del lado del gobierno, un mayor rigor en el procedimiento, con tres testigos que deben ahora responder sobre el compromiso del solicitante con la causa, el tiempo de residencia, y su ocupación y bienes. Por parte del requirente, se adjuntan pruebas que se suman a las ofrecidas por el pasaporte. Así, el cuerpo también puede servir de signo de adhesión y Díaz Edrosa adjunta al expediente el testimonio de esas huellas de fidelidad: un ojo y un brazo heridos vienen a certificar su compromiso con la patria. La autodeclaración no parece sin embargo bastar. El síndico procurador convoca al coronel Manuel Pinto, al mando de la goleta Imbencible en el momento de los hechos, para que certifique el sentido que debía darse a esas huellas. Este se presenta cuatro meses más tarde a certificar el relato de Díaz Edrosa y solo entonces la carta de ciudadanía es otorgada, nueve meses después de presentado el pedido, con las bayonetas de Cepeda aún humeantes. Es importante señalar que el derrumbe del Estado central ocurre en un momento en el que los guardianes de la fidelidad al régimen están implementando procedimientos para controlar mejor el cruce de fronteras, lo que facilitaría el acceso a la nueva comunidad política. Andrés Migoya, vecino de la villa de Luján, comerciante (pulpero) y quien ha desempeñado “muchas veces los cargos públicos de regidor y alcalde”, presenta un caso interesante de pedido de carta de ciudadanía, también en 1819.119 Se trata de un asturiano de 49 años que, según declara, llegó a América con “cuatro o cinco años”, salido del puerto de Coruña.120 Siempre según sus declaraciones, sus padres fueron “trasladados en el año de 1780 desde Asturias su país nativo por orden del rey de España en clase de pobladores de estas provincias”. El expediente da cuenta de dos momentos en el curso de la solicitud: 1812, cuando inicia las primeras gestiones ante el Cabildo de Buenos Aires, y 1819, cuando presenta en debida forma un pedido de carta de ciudadanía. En el primer escrito que inicia el expediente, redactado en los momentos de mayor embestida criolla contra los peninsulares en 1812, Migoya subraya sus escasos vínculos con España, modificando para ello la edad de llegada —llega con 10 años y no con 4 o 5 como declara entonces—. Ello le permite afirmar que América es la tierra de su socialización, no conservando “la menor idea [de Asturias] porque no he conocido otro suelo que el de estas Américas”. En otros términos, la sociabilidad lo equipara con la condición de un natural.121 Alude allí a su sólida inserción en la villa de Luján a través de su casamiento con una hija del país, siendo padre de varios hijos nativos. También subraya su contribución a la tranquilidad, unión y armonía de los habitantes a través de sus cargos en el Cabildo. Por último, destaca su “adición al Sistema” establecido por la Junta Gubernativa. En otras palabras, Andrés busca cumplir con los diversos criterios que definen entonces la ciudadanía: los que caracterizan la vecindad con los nuevos que demuestran la fidelidad a la causa americana. El pedido viene acompañado de una petición, fechada el 25 de agosto de 1812, y firmada por ocho capitulares que figuran entre varios electores de Luján, como don José Lino Gamboa y Mariano Méndez, los vecinos y el cura párroco, en público apoyo al pedido del asturiano.122 Se trata de un procedimiento inusual en el que Migoya no pide “carta de ciudadanía”, como indicaba la reglamentación, sino que se le expida “el correspondiente despacho de naturaleza”. El pedido es sorprendente porque las “cartas de naturaleza” eran atributos del soberano y en 1812 las cartas de ciudadanía se expedían en nombre de Fernando VII. El síndico procurador del Cabildo de Buenos Aires apoya el pedido de Migoya y el gobernador intendente de Buenos Aires, Miguel de Azcuénaga, firma con fecha del 30 de septiembre de 1812 el decreto, “declarando bajo protección del Gobierno” a Migoya. En el documento se precisa que, además de “gozar de los privilegios que corresponden exclusivamente a todo Americano”, Migoya puede gobernar y presidir “[del] modo que le parezca su casa pública de abasto en la expresada villa de Luján, pudiendo al mismo tiempo tener en su poder armas de fuego para su defensa y la de la Patria”.123 Como en el caso de Díaz Edrosa, su fuerte inserción en la vida social y política de la villa de Luján lleva a las autoridades de Buenos Aires a reconocerle los privilegios de americano, lo que equivale a una carta de ciudadanía, además de librarlo de toda sospecha. Ello no impide que, tras la declaración de la independencia, Migoya eleve en 1819 un poder a don Juan José Lobo, de la misma villa, para presentar ante las autoridades de Buenos Aires otro pedido de “carta de ciudadanía”. A partir de entonces, el expediente sigue el curso pautado por el reglamento de 1817. Pero a diferencia de otros expedientes, el gallego multiplica sobradamente los testigos: aunque los requeridos son tres, el expediente cuenta con ocho, todos ellos implicados en la vida política y militar de Luján.124 El desenlace es el esperado. Migoya obtiene la carta de ciudadanía, señalando la resolución del 21 de noviembre de 1819 que “acaso no se presentara sujeto alguno con igual mérito”. En este contexto, la legalidad del proceso que concede la condición de ciudadano se entrelaza con el reconocimiento social expresado por los notables de la villa hacia uno de sus vecinos más destacados. Este caso ilustra la interconexión, en 1819, entre la pertenencia local o vecindad y la figura de la ciudadanía como pertenencia a la nueva comunidad política.
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